AGRUPACION DE COMUNIDADES DE PROPIETARIOS

DE LA URBANIZACION “ACAPULCO”.

ACTA DE LA JUNTA EXTRAORDINARIA DE PRESIDENTES, CELEBRADA EL DIA 14 DE ABRIL DE 2001.

En Torrenueva (Granada), siendo las 11 horas del día 14 de abril de 2001 se reúne en sesión extraordinaria la Junta de Presidentes de la Agrupación de Comunidades de Propietarios de la Urbanización ACAPULCO de Torrenueva (Granada) en segunda convocatoria, al no haberse obtenido quórum suficiente para celebrarla en primera. Las citaciones fueron oportunamente cursadas con los requisitos legales, habiéndose verificado su recepción por los destinatarios mediante consulta personal o telefónica de los servicios administrativos. Convoca y preside el todavía Presidente en funciones José Martínez Calabria, en representación de la Comunidad de Propietarios (en adelante C.P.) del Bloque V (21,75% de cuota de participación). En ausencia del titular en funciones, actúa de Secretario José Moraga Ríos, que asiste a la reunión como representante del Presidente del bloque III y como administrativo de la Agrupación. Asisten, además del convocante:

· Marciano Morales Castillo, Presidente de la C.P. del Bloque II (25,65% de cuota).

· Silverio Sánchez Escudero, Vicepresidente de la C.P. del Bloque II.

· María de la Capilla Argote García, Vicepresidenta del bloque V, por sí y en representación de Manuel Martín Gallardo, Presidente del bloque V.

· Rafael Jesús Pérez López, en representación de Rafaela López Caballero, Presidenta de la C.P del Bloque I (21% de cuota).

· José Antonio Martín Arantave, Vicepresidente del bloque I. 

· Antonio Martínez Flores, Presidente de la C.P. del Bloque IV (15,80% de cuota).

· Miguel Civantos Olmedo, presidente de la C.P. del Bloque III (15,80% de cuota), representado por  José Moraga Ríos.

· Enrique Muros García, Vicepresidente del bloque III.

En el momento de abrir la sesión pregunta el Presidente a la representación del bloque IV si  han realizado el ingreso de las cuotas para gastos comunes que tienen vencidas pendientes de pago y ante su respuesta  negativa, les advierte que, en aplicación de lo previsto en el art. 16 de la LPH,  no podrá en esta sesión ejercer su derecho de voto el bloque IV. A petición del Presidente del bloque IV se hace constar su disconformidad con esta privación del derecho de voto, ya que lo sigue considerando una interpretación errónea de la ley y solicita se le aclare por qué se giran contra su bloque cantidades distintas cada mes en concepto de cuota para gastos comunes. Le contesta el Presidente recomendándole que repase  la sentencia recaída en la demanda interpuesta por los bloques I y IV contra la Agrupación -de la que a continuación hemos de hablar- pues en dicha sentencia una de las cosas que quedan absolutamente claras es la aplicabilidad de la LPH a nuestro complejo urbanístico; asimismo le aclara que la cantidad mensual de cuota para cada bloque siempre es la misma, salvo cuando –como en el caso del bloque IV- en algunos meses hay que acumular a la cuota del mes corriente la del mes o meses anteriores devueltas impagadas. En este momento la deuda por gastos comunes del bloque IV asciende a 626,915 ptas., ante la cual se muestra sorprendido el Sr. Martínez Flores.

Antes de entrar a tratar los temas previstos para esta reunión, propone el Presidente añadir como primer punto del  orden del día un asunto sobrevenido que por su urgencia y trascendencia es necesario tratar hoy  y que no fue posible incluir en la convocatoria. Se refiere a la sentencia del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nro. 5 de Motril, notificada con fecha 9 del mes corriente ( la convocatoria se hizo el día 6) en el procedimiento de menor cuantía 159/2000 promovido por los bloques I y IV contra la Agrupación de Comunidades de la Urbanización Acapulco, y contra las CC. de Propietarios de los bloques II, III y V. Además –dice el Presidente- habrá que resolver hoy sobre la posibilidad de apelar esta sentencia, ya que el plazo es de sólo cinco días hábiles contados desde la fecha de notificación.

Los reunidos entran seguidamente  a debatir el tema y participan en un extenso análisis y comentario de los aspectos de la sentencia, utilizando como base de trabajo el propio auto y el documento elaborado por el Presidente a modo de resumen del mismo,  cuya copia se repartió a los asistentes. En síntesis, el Fallo  con que concluye el auto de referencia contiene los siguientes pronunciamientos:

· Absuelve a las C. de Propietarios de los edificios I, II y V, codemandadas por la parte actora, y condena expresamente a ésta  al pago de las costas que se les hubiere ocasionado.

· Declara válidos y no impugnables los acuerdos de la Junta de Presidentes 30-8 y 5-9 de 1998 y 30-10-99 (los referentes a la decisión de enganchar, de ejecutar las obras necesarias y de emitir el primer recibo extraordinario) 

· Declara nulo y sin efecto el acuerdo adoptado el 20/5/00 para emitir el 2º recibo, al ser el mismo gravemente perjudicial para algún propietario que no tiene la obligación jurídica de soportarlo, debiendo tenerse dicho acuerdo por no puesto. 

· Condena a la demandada no absuelta  (Agrupación) a que reintegre a las comunidades actoras el importe efectivo cobrado por la emisión de dichos recibos (el segundo extraordinario), y en la parte que se refiere a dichas comunidades actoras (sólo a los bloques I y IV)  

· Reconoce un régimen transitorio para los bloques I, II y V, que pueden mantener la efectividad de sus pagos y beneficiarse de la conexión a la red, hasta que se subsane el defecto del acuerdo anulado y se adopte un acuerdo en forma.

Añade el Presidente que, desde el respeto que merece el juez actuante, comparte buena parte de la sentencia, aunque también discrepa radicalmente de la declaración de nulidad del acuerdo de 20/5/2000 y de la no imposición de las costas íntegras a la parte actora. Sus argumentos quedan explicados en el documento que se ha repartido a los asistentes (también publicado en Internet) que se archivará como anexo de la presente acta, y pueden resumirse en los puntos siguientes (el texto en cursiva de los puntos siguientes es transcripción literal del auto judicial):

1.- Descarta el juez que la posible nulidad del acuerdo de 20/5/2000 pueda estimarse en base a considerarlo contrario a ley o a los estatutos de la comunidad . Tampoco podría ser descalificado el acuerdo por considerarse gravemente lesivo para los intereses de la comunidad en beneficio de uno o varios propietarios;  y para subrayar este punto el magistrado se extiende en una serie de consideraciones que ponen de manifiesto la correcta actuación de la Junta de Presidentes al dotar a la misma (la urbanización) de un servicio básico cual es el consumo de agua, cuando a la vista de la documental presentada aparece como inviable el mantener un suministro prohibido por las autoridades sanitarias. La posibilidad de obtener y disfrutar agua potable es un privilegio que, por usual, se deja de valorar en su justa medida. Es más, la sentencia muestra cierta sensibilidad social cuando entra a considerar el perjuicio que la carencia de agua potable puede suponer para los propietarios que habitan su vivienda ya que imposibilita tareas tan cotidianas como la de beber o cocinar , y también para quienes  arriendan su vivienda como fuente de ingresos familiares, y dice textualmente ¿Quién estaría dispuesto a pagar cantidades que en muchos casos superan las cien mil pesetas durante los meses de verano por disfrutar un piso o apartamento que no tiene agua potable? Y concluye este punto diciendo: Por tanto, el acuerdo adoptado (el de 20/5/00) no grava ni lesiona los intereses de la comunidad, sino que al contrario supone un beneficio y una solución al problema acuciante de la falta de agua potable en las viviendas.

No obstante lo anterior, el juez pasa a preguntarse si los vecinos que han escogido la opción de no beneficiarse del suministro de agua potable tienen la obligación jurídica de costear el pago del segundo recibo emitido para el pago de las obras, a cuyo efecto cita la actitud de los bloques disidentes que no han dado su conformidad a las obras por la intención mostrada de no conectarse a la red y seguir utilizando el agua del pozo, para continuar y concluir que Al margen de las responsabilidades sanitarias que dicha decisión pudiera tener, lo cierto es que quien no se beneficia del consumo de agua de la red municipal de agua potable, no tiene la obligación de soportar los gastos ocasionados por dicho beneficio, incluido los derivados de las obras necesarias para asegurar tal suministro, pues se le obliga soportar unos gastos sin obtener beneficio alguno.    .

Una vez que el juez admite la existencia de perjuicio para los propietarios que no reciban el beneficio del enganche, pasa a contemplar la graduación del mismo, y para establecer  si es “grave” o no lo es, argumenta que los más de dos millones de cuotas asignadas a los bloques que se han opuesto determinan que tal perjuicio debe estimarse como grave y,  en función de ello,  estimar la demanda en este sentido.

Continúa el auto puntualizando que  En cualquier caso el anterior pronunciamiento lleva implícita la devolución de las cantidades efectivamente cobradas por la Junta de Presidentes, exclusivamente respecto al segundo recibo, y en los casos en que dicho pago se hubiera efectuado, pero igualmente contempla el pronunciamiento de que, si llegado el caso, alguno de los bloques contrarios al “enganche” a la red municipal, quisiera con posterioridad utilizar el agua de dicha red, podrá beneficiarse de ello, previo pago de los recibos emitidos para cada bloque.

2.-  En el punto 6º del auto, el magistrado determina que al haber sido la estimación de la demanda parcial, no ha lugar a hacer expreso pronunciamiento sobre las mismas (las costas), salvo las ocasionadas a las codemandadas absueltas en la instancia (bloques II, III y V), a cuyo pago se condena expresamente a la parte actora. 

3.- Los fundamentos en que el magistrado apoya la declaración de nulidad del referido acuerdo de 20/5/00 son extremadamente débiles y no se ajustan a lo previsto en la LPH, por las siguientes razones:

· El juez pasa por alto que la emisión del segundo recibo (el acuerdo que declara nulo) responde a un simple fraccionamiento del pago, en beneficio de una mayor facilidad financiera de los bloques, y que dicha emisión no es más que la mera consecuencia lógica que se deriva de acuerdos anteriores que en la propia sentencia se proclaman legales, ajustados a derecho, firmes e inatacables. Nos referimos al de “enganchar a la red” y al de “ejecutar los proyectos de obra necesarias para el enganche”; y también al otro acuerdo de la misma fecha 20/5/00, no impugnado por nadie, por el que se aprobó el coste de la obra en la cantidad de 8.948.370 pesetas y su reparto, el cual que resulta ser ahora un acuerdo firme que obliga también a los disidentes y les impone el deber de contribuir al pago de una obra necesaria en beneficio de todos al amparo de lo previsto en el art. 10 de la LPH.

· Estamos en desacuerdo con el magistrado cuando razona que quien no se beneficia del consumo de agua de la red municipal de agua potable, no tiene obligación de soportar los gastos ocasionados por dicho beneficio. Esto equivale a equiparar erróneamente la cuestión del suministro de agua con los supuestos contemplados en el art. 11 de LPH, que regula las nuevas instalaciones, servicios o mejoras no requeridos para la adecuada conservación, habitabilidad y seguridad del inmueble, a cuyo pago no resulta obligado el disidente que rehusa el beneficio. Nosotros entendemos, por el contrario, que la cuestión ha de interpretarse a la luz del art. 10 de la LPH, como obra necesaria para la conservación de su habitabilidad, (no es habitable una vivienda que no dispone de agua potable), en cuyo caso –según el mismo artículo- es obligación de la Comunidad (Junta de Presidentes en este caso) la realización de las obras necesarias, responsabilizando asimismo este precepto a los propietarios que se opongan a las resoluciones dictadas por la autoridad competente (Sanidad,  en nuestro caso) de las sanciones que pudieran imponerse. 

· Se aparta el magistrado de la realidad cuando deduce grave perjuicio económico para los propietarios contrarios a la conexión a red municipal, argumentando que la suma de las cuotas en litigio de los bloques I y IV superan los dos millones y olvidando que la media que estos dos millones representan para los propietarios (supuestamente perjudicados) está  alrededor de las 8,000 pesetas. ¿Se puede defender que 8,000 pesetas hoy son un “grave perjuicio” económico para alguien? ¿Sobre todo si por tal cantidad ese alguien adquiere la posibilidad de tener agua potable en su casa de vacaciones, casa que de alquilarla en verano le reportará  más de 100,000 pesetas al mes, como se reconoce en otro punto del propio auto?. Pues este supuesto “grave perjuicio económico” resulta ser clave y fundamental para declarar la nulidad del acuerdo.  

· Se vuelve a equivocar el juez cuando en el punto 5º del auto soslaya las responsabilidades sanitarias, que margina como cosa menor en contraste con la firme defensa que hace de la no obligación de contribuir a quien rechaza el beneficio del enganche. Su error consiste en pasar “de puntillas” sobre las numerosas presiones de la autoridad sanitaria, suficientemente acreditadas en autos,  que declaró el agua del pozo no potable, cargando sobre la Junta de Presidentes la gran responsabilidad (civil y penal) de continuar con el suministro de un pozo contaminado en flagrante violación del  Reglamento Sanitario. ¿Se ha planteado su Señoría qué hubiera pasado con la Junta de Presidentes si del ilegal suministro del pozo se hubieran derivado –como estaba dentro de lo posible- graves daños para la salud de las personas?

· También cuesta entender cómo la nulidad del acuerdo tenga  efectos distintos según para quién. Opinamos que si un acuerdo se declara nulo y sin efecto, lo será a todos los efectos y con todas las consecuencias, con igual repercusión  para todas las partes afectadas, pues lo contrario se compagina mal con la equidad que es exigible a un pronunciamiento judicial, por más que se esfuerce el magistrado en justificar, mediante la valoración de la difícil situación que se crea a la Agrupación de Comunidades,  el diferente trato que con esta sentencia reciben los bloques demandantes respecto a los otros.

· Y finalmente resulta lamentable que la estimación parcial de la demanda, para nosotros injustificada, nos prive del justo resarcimiento de las costas totales por parte de los demandantes, tal y como habíamos solicitado en defensa de los intereses de aquellos propietarios que desde el principio aceptaron y colaboraron en todo para la realización del enganche a la red municipal, a lo que tenían perfecto derecho,  por lo que consideramos que ahora están libres de la obligación moral y  jurídica de soportar costas judiciales de un pleito al que siempre fueron ajenos.

El Presidente propone que, a la vista de lo anteriormente debatido, se tome el acuerdo de apelar la sentencia ante la Audiencia de Granada para defender la legalidad del acuerdo de 20/5/00 y para reiterar nuestra petición de que la parte demandante sea condenada al pago de la totalidad de las costas, evitando así el injusto recargo de otra forma supondría para los propietarios que en todo momento estuvieron conformes y colaboraron con el proyecto de enganche y fueron por completo ajenos al pleito promovido por la parte actora.

Interviene el Presidente del bloque II y dice que quizá fuera mejor pactar la no apelación por ninguna de las dos partes y considerar zanjada la cuestión. La representación del bloque I manifiesta no estar autorizado para este pacto y el Presidente del bloque IV, junto con los representantes del bloque I, estiman que no procede tomar resoluciones sobre asuntos que no están  incluidos de principio en el orden del día.

Contesta el presidente que al principio de la reunión explicó la imposibilidad de que este asunto figurara en el orden del día y la necesidad de incluirlo dado el corto plazo para la apelación, sin que nadie objetara nada en contra en aquel momento. Por lo que, después de entrar a debatir sobre el fondo del asunto durante más de una hora, no resulta serio ni admisible apelar ahora a su no inclusión en el orden del día. Por tanto, considerándose suficientemente debatido el tema, se somete a votación llegándose al siguiente:

ACUERDO: Con el voto favorable de los Presidentes de las Comunidades de Propietarios de los bloques II, III y V, que a efectos de las mayorías cualificadas previstas en el artículo 15 y 17 de la LPH representan  el  75,06% de las cuotas de participación con derecho a voto en esta reunión y 3 de los 4 de los votos posibles, con el voto en contra del bloque I ( 21% de cuota) y estando privado del derecho de voto el bloque IV ( 15,80% de cuota), se acuerdo APELAR ante la Audiencia Provincial de Granada la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción de Motril  nro. 5 en el procedimiento de menor cuantía nro. 159/2000 seguido contra esta Agrupación de Comunidades de Propietarios de la Urbanización Acapulco, a cuyo efecto el Presidente cursará las urgentes y oportunas instrucciones que procedan para la presentación del recurso en el plazo y forma.

2.- Elección de las personas que ocuparán los cargos unipersonales. 

Recuerda el Presidente que, una vez constituida la nueva Junta de Presidentes en la sesión anterior, se acordó aplazar a la reunión de hoy  la designación de las personas que hayan de ocupar los cargos unipersonales de Presidente, Vicepresidente y Secretario-Administrador, por lo que se debe proceder a su elección. Se abre un cambio de impresiones en la que se cruzan propuestas diversas para los distintos cargos, entre las que cobran mayor fuerza la que está a favor del Presidente del bloque II para Presidente de la Agrupación, así como la insistente invitación de varios de los asistentes para que ocuparan alguno de los cargos de Vicepresidente o de Secretario Administrador de Agrupación  quienes ahora son Presidentes del bloque I y del IV, sin embargo los Sres. Pérez López y Martínez Flores rehusan aduciendo razones personales. Sometido a votación, se alcanzó el siguiente

ACUERDO: Con el voto favorable de los Presidentes de las Comunidades de Propietarios de los bloques II, III y V, que a efectos de las mayorías cualificadas previstas en el artículo 15 y 17 de la LPH representan  el  75,06% de las cuotas de participación con derecho a voto en esta reunión y 3 de los 4 de los votos posibles, con el voto en contra del bloque I ( 21% de cuota) y estando privado del derecho de voto el bloque IV ( 15,80% de cuota), se acuerda nombrar Presidente de la Agrupación de Comunidades de Propietarios de la Urbanización ACAPULCO a Marciano Morales Castillo, Presidente de la C.P. del Bloque II. Asimismo, con el voto favorable de los Presidentes de las Comunidades de Propietarios de los bloques II, III y V, que a efectos de las mayorías cualificadas previstas en el artículo 15 y 17 de la LPH representan  el  75,06% de las cuotas de participación con derecho a voto en esta reunión y 3 de los 4 de los votos posibles, con la abstención del bloque I ( 21% de cuota) y estando privado del derecho de voto el bloque IV ( 15,80% de cuota), se acuerda nombrar Vicepresidente de la Agrupación de Comunidades de Propietarios de la Urbanización ACAPULCO a Miguel Civantos Olmedo, presidente de la C.P. del Bloque III. Finalmente, con el voto favorable de los Presidentes de las Comunidades de Propietarios de los bloques II, III y V, que a efectos de las mayorías cualificadas previstas en el artículo 15 y 17 de la LPH representan  el  75,06% de las cuotas de participación con derecho a voto en esta reunión y 3 de los 4 de los votos posibles, con la abstención del bloque I ( 21% de cuota) y estando privado del derecho de voto el bloque IV ( 15,80% de cuota), se acuerda nombrar Secretario-Administrador de la Agrupación de Comunidades de Propietarios de la Urbanización ACAPULCO a Manuel Martín Gallardo, presidente de la C.P. del Bloque V.  Los elegidos, por sí o por sus representantes en este acto, manifiestan su conformidad y aceptación de los cargos para que han sido designados y toman en este mismo acto posesión de los mismos, cesando en ellos quienes hasta hoy los ostentaban en funciones.
Alcanzado el acuerdo anterior pasa a presidir la reunión Marciano Morales Castillo, por invitación de quien hasta este momento la ha ocupado. El nuevo Presidente agradece la confianza de quienes lo han votado para ocupar este cargo y promete poner todo su empeño en continuar el meritorio trabajo desarrollado por su antecesor en el cargo, de quien hace expresa mención para agradecérselo y para rogarle su colaboración en temas puntuales que pudieran ser necesarios. Termina manifestando su esperanza de que en esta nueva etapa, cerrando las naturales discrepancias que a veces nos enfrentan,  se sumen los esfuerzos de todos los miembros de esta nueva Junta de Presidentes para seguir trabajando en favor de la Agrupación a fin de potenciar y mejorar los servicios en todo cuanto sea posible para el mejor disfrute de todos los propietarios.

3.- Ruegos y preguntas.

La representación del bloque I, al comenzar la reunión, hizo referencia a su posible derecho a voto en la reunión extraordinaria celebrada el pasado día 28 de febrero, ya que las cuotas impagadas de su bloque estaban impugnadas judicialmente. Le contesta quien presidió dicha reunión señalando el escaso alcance de la cuestión que se plantea, en razón a dos cosas: a) el poco relieve de los acuerdos adoptados en dicha reunión y el carácter incontrovertible de alguno de ellos (como la constitución de la nueva Junta de Presidentes con los nuevos miembros nombrados en sus respectivos bloques); b) la privación del derecho a voto se interpretó procedente con arreglo a la LPH; de todos modos, añade, el bloque I tiene abierta la posibilidad de impugnar los acuerdos que considere conveniente.

El Presidente del bloque IV vuelve sobre la propuesta que él mismo formuló en la reunión del 28 de febrero pasado sobre la utilización por los bloques del personal de la urbanización. Los asistentes resuelven que éste es un tema que conviene reflexionar y regular para evitar posibles quejas de quienes se puedan sentir perjudicados y que es la nueva junta la que en su día debe estudiar y establecer las reglas.

Agotado el orden del día previsto en la convocatoria, el presidente dio por finalizada la reunión, siendo las 13 horas del mismo día de su comienzo. En cumplimiento de lo establecido en el art. 19.3 de la Ley 8/1999, de 6 de abril, de Reforma de la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre Propiedad Horizontal, los abajo firmantes Presidente saliente y Presidente entrante, juntamente con el Secretario en funciones, extendemos la presente acta, la cerramos dentro del plazo legal, la transcribimos al libro oficial de actas y la firmamos, certificando la veracidad de su contenido en Torrenueva (Granada) a diez y siete de abril de 2.001.


José Martínez Calabria.                                                      José Moraga Rios.


Presidente saliente                                                             Secretario en funciones.

      Marciano Morales Castillo.

      Presidente entrante.

